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El Real Decreto 1164/2001 regula con carácter general las tarifas de acceso a las redes de transporte y distribución
de energía eléctrica por parte de terceros, estableciendo un sistema uniforme. Un modelo económico estilizado per-
mite ilustrar que con este sistema se establecen subsidios cruzados implícitos que, además de ser más ineficientes
que los subsidios explícitos, pueden enmascarar señales informativas de inversión en generación y ampliación de re-
des de transporte. Después de comparar la opción escogida por el regulador español con otras alternativas propuestas
en la literatura, en el trabajo se muestra cómo con la vigente estructura de peajes y con los precios actuales del pool,
no parece previsible que se vaya a producir en el segmento de consumidores de baja tensión un volumen importante
de transacciones en el mercado, al menos en el corto plazo.
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1. Introducción
En el marco del proceso de reforma del sector eléctrico, el Real Decreto 1164/2001, de 26
de octubre, por el que se establecen las tarifas de acceso a las redes de transporte y distribución
de energía eléctrica, desarrolla el artículo 18 de la Ley 54/1997 del Sector Eléctrico (en adelan-
te, LSE). Se trata de una norma fundamental para la culminación, al menos teórica, del proceso
de liberalización del sector. En esta regulación podemos identificar tres elementos informado-
res. En primer lugar, el principio de cargos idénticos y únicos por el acceso a las redes eléctri-
cas de transporte, que serán independientes de sus especialidades por niveles de tensión y del
uso que se haga de la red. En segundo lugar, el principio de suficiencia, que supone la obliga-
ción de que estos cargos alcancen para cubrir los costes de las actividades reguladas. Finalmen-
te, tanto el artículo 18 de la LSE, como el artículo 3.2.c) del Real Decreto citado establecen que
los precios regulados tendrán la consideración de máximos 1. El sistema español se apoya,
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nuestra exclusiva responsabilidad.pues, en la vieja idea de universalidad del suministro, que exige que el precio satisfecho por el
uso de las redes de transporte eléctrico sea igual para todos los usuarios que formen parte de un
mismo grupo tarifario dentro del territorio nacional.
En la siguiente sección señalamos la importancia que tiene, tanto en el corto como en el
largo plazo, la regulación de las tarifas de acceso en el contexto de la reforma y reestructura-
ción de los sistemas eléctricos. Seguidamente se desarrolla un modelo de competencia mono-
polística que ilustra las diferencias entre dos sistemas extremos, precios uniformes y peajes
iguales a los costes causados al sistema, y muestra que el primero provoca necesariamente la
aparición de subsidios cruzados implícitos que, como es conocido, resultan más distorsionado-
res que los subsidios directos. En la sección cuarta se analizan las características de los princi-
pales modelos de remuneración por el uso de las redes eléctricas, atendiendo especialmente al
grado de discrepancia entre los cargos tarifarios y los verdaderos costes imputables a cada tran-
sacción para, a continuación, explicar los elementos esenciales de la regulación vigente en
nuestro país y sus potenciales efectos sobre el consumo a tarifa y el desarrollo del mercado. Se
muestra cómo, dada la evolución del pool en los últimos años, el margen neto para el comer-
cializador —después de satisfacer el peaje por transporte y el coste de la energía— es bastante
reducido para el caso de un consumidor-tipo de baja tensión, desapareciendo por completo en
algunos tramos del período estudiado. De mantenerse la situación, la probabilidad de que se
produzca una disminución significativa de los precios ofertados para el cambio de suministra-
dor, respecto de la tarifa integral es reducida. El trabajo concluye, como es habitual, con unas
reflexiones finales.
2. Reformas del sector eléctrico y tarifas de acceso a las redes
Tradicionalmente, las actividades relacionadas con el suministro eléctrico tenían la con-
sideración de monopolios naturales, lo que se traducía en concesiones territoriales exclusi-
vas. A cambio, los empresarios debían cumplir una serie de obligaciones, entre las que desta-
caban la de suministro universal y la retribución de su actividad por medio de una tarifa
fijada por el regulador. Ésta debía permitir la recuperación de todos los costes, más la obten-
ción de un margen de rentabilidad por los capitales invertidos. El diseño de las tarifas tam-
bién debía generar incentivos para la toma de decisiones de inversión eficiente por parte de
las empresas. En este contexto, las compañías eléctricas actuaban con un importante grado
de integración vertical, realizando dentro de su área de influencia actividades de generación,
distribución y comercialización, por lo que era habitual la presencia de subsidios cruzados
entre diferentes actividades pertenecientes a una misma compañía (Pérez Arriaga, 1998).
Este paradigma regulatorio comienza a ser abandonado a principios de los años noventa,
siendo la LSE su manifestación en España. El proceso de reestructuración parte del reconoci-
miento de la diferente naturaleza de las actividades relacionadas con el suministro eléctrico. La
condición de monopolio natural se reserva para las fases de transporte y distribución, mientras
que la generación y la comercialización se consideran susceptibles de desarrollarse en régimen
de competencia, surgiendo la posibilidad incorporar nuevos agentes al mercado 2.
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ca, es posible identificar dos elementos cruciales en este proceso 3. Por una parte, la libertad
de acceso a la red; por otra, la existencia de un mercado mayorista donde los generadores
compitan entre sí. Estas dos dimensiones no tienen que ser complementarias sino que, con
frecuencia, pueden entenderse como formas alternativas de liberalización.
La introducción de competencia mediante el libre acceso a la red no exige separación
vertical entre las empresas; sí requiere, en cambio, que el peaje por el uso de la red sea no
discriminatorio, para que ese canon no se convierta en una barrera a la competencia, e infor-
mativo, para que proporcione al mercado señales que puedan ser utilizadas a la hora de aco-
meter inversiones tanto en plantas de generación como en ampliación de la capacidad de la
red. La determinación de ese cargo podría dejarse al juego de la oferta y la demanda (vgr.
subastas de capacidad) pero, como nos indica tanto la literatura acerca de las barreras a la en-
trada como la de los costes de transacción, es probable que el propietario de la red intente es-
tablecer un precio que impida la competencia efectiva (Calero Pérez, 2000a). Por este moti-
vo, resulta conveniente que los pagos por el uso de las redes ajenas sean fijados por el
regulador. Este modelo ha sido el elegido en la Unión Europea para conseguir el mercado in-
terior de la electricidad, pero también por Japón, Estados Unidos, así como por varias pro-
vincias canadienses (IEA/OCDE, 1999).
El modelo basado en un pool competitivo, aplicado en Inglaterra y Gales antes de la in-
troducción de las «nuevas reglas» o NETA 4, California, España, Australia, Nueva Zelanda,
Noruega o Suecia, entre otros muchos, requiere, por un lado, la separación vertical entre las
actividades de generación y de transmisión, y entre las de generación y comercialización, pu-
diendo admitirse algún grado de integración entre la generación y la distribución. Exige, en
segundo lugar, competencia efectiva entre los generadores para evitar que gracias a la posi-
ción dominante de algunas empresas o por acuerdos cooperativos entre ellas, se fijen precios
que excedan de los niveles eficientes (Green y Newbery, 1992; von der Fehr, 1998; Wol-
fram, 1999). También es precisa la creación de una nueva institución, el operador del merca-
do, encargado de casar las órdenes de compra con las de venta y determinando, en función de
los precios exigidos por los generadores, las plantas que deben ser llamadas a despacho, reci-
biendo como remuneración el precio marginal (Pérez Arriaga y Meseguer Velasco, 1996).
Los limitados resultados procompetitivos del mercado mayorista paradigmático, el pool
de Inglaterra y Gales y, en menor medida, el español, ponen de manifiesto, a nuestro juicio,
la necesidad de impulsar los procesos de apertura de los mercados eléctricos lo que, a su vez,
exige el establecimiento de una regulación clara y transparente del acceso a las redes 5. Ésta
parece haber sido también la opción sustentada por el regulador español a través del Real De-
creto-Ley 6/1999, de 16 de abril, de medidas urgentes de liberalización e incremento de la
competencia.
En este proceso es importante evitar que las empresas que realizan actividades cuyos in-
gresos permanecen regulados puedan impedir la competencia efectiva en las áreas liberaliza-
das 6. Para ello se consagran dos principios: (1) igualdad de condiciones de acceso, que se
traduce en que el diseño de los peajes por el uso de las redes debe impedir que los propieta-
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de ingresos, vender a precios inferiores en el mercado liberalizado, bloqueando la entrada de
nuevos competidores; (2) separación nítida de ambos tipos de actividades; la forma concreta
de poner en práctica este requisito admite diversos mecanismos que abarcan desde las for-
mas más tenues, como la separación de gestión, o la contable, a las más estrictas como la se-
paración económica, que exige propietarios distintos, estableciendo limitaciones en el accio-
nariado, pasando por la fórmula intermedia de la separación jurídica 7.
Las características físicas del transporte de electricidad a lo largo de las redes imponen
determinadas limitaciones que tienen relevancia desde el punto de vista económico. Resulta
imposible determinar la trayectoria que recorre la energía desde que se incorpora a la red,
hasta que se retira de la misma, salvo que se trate de una línea destinada a conectar directa-
mente al generador con el consumidor (Lasheras, 1999). Los intercambios entre dos puntos
provocan frecuentemente restricciones sobre la red en su conjunto, que suelen requerir im-
portantes modificaciones sobre el programa óptimo de generación, determinado de forma
centralizada (pool) o mediante transacciones bilaterales pactadas por los agentes. Para el fun-
cionamiento del mercado, a corto y a largo plazo, se convierten en elementos decisivos tanto
el criterio de reparto de los costes adicionales derivados de la modificación del programa ori-
ginal como la forma en que estos se incorporan a la tarifa de acceso (Comisión Europea,
2001, 2002). Al decidir el nivel de la tarifa de acceso, el regulador se enfrenta al dilema de
que cuanto más elevado sea el peaje, mayores serán las dificultades para la incorporación al
mercado de nuevos agentes, pero, a cambio, los titulares de la red tienen mayores incentivos
para invertir en ampliación de la capacidad de transporte 8. En sentido contrario, una tarifa de
acceso más baja favorecerá la incorporación de nuevos agentes, aunque puede plantear pro-
blemas si no retribuye de forma adecuada las nuevas inversiones necesarias para garantizar
el suministro. También es relevante la estructura de las tarifas de acceso pudiéndose estable-
cer una relación directa entre exactitud y complejidad de gestión. Las propuestas para el esta-
blecimiento de peajes que incluyan los efectos que provoca en el conjunto del sistema el uso
realizado por cada agente tienen la ventaja de mejorar la eficiencia, al imputar a cada usuario
el coste causado, lo que permite una mejora asignativa tanto en el corto plazo como en la pla-
nificación de su desarrollo futuro a largo plazo (CNE, 2001a). En cambio, resultan difíciles
de establecer en la práctica y añaden un elemento de incertidumbre, ya que los usuarios de la
red sólo podrán conocer a posteriori el coste ocasionado al sistema. Los peajes basados en
un reparto proporcional de los costes en función del uso de la red son fáciles de aplicar por
parte del operador del sistema pero generalmente envían señales distorsionadas acerca de los
costes causados por cada usuario y de las necesidades y eficiencia de las decisiones de am-
pliación e inversión en la red (IEA/OCDE, 1999) dificultando, además, la aplicación de polí-
ticas de gestión de demanda. Antes de analizar las distintas alternativas merece la pena anali-
zar un modelo que ilustra algunos de los puntos señalados.
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La distribución de los usuarios de energía eléctrica y las características físicas de las
áreas de suministro son variables relevantes a la hora de determinar los costes ocasionados al
sistema (Roberts, 1986; Filippini y Wild, 2001). La forma en que las tarifas de acceso repar-
ten estos costes sobre el conjunto de usuarios del sistema puede provocar la aparición de sub-
sidios cruzados entre consumidores cuya ilustración realizamos mediante un modelo de
competencia monopolística con productos homogéneos.
Partimos de la existencia de una pluralidad de empresas comercializadoras que suminis-
tran energía eléctrica en un mercado liberalizado. Suponemos que existe separación de pro-
piedad entre las distintas actividades eléctricas, por lo que aquéllas deben adquirir la energía
de los generadores. Consideramos que el precio de la electricidad, c, es exógeno al comercia-
lizador. Este supuesto es compatible con la hipótesis de que la actividad de generación es
competitiva, en cuyo caso c estará próximo al coste marginal, pero también con la de que
existen imperfecciones que elevan el precio que ha de pagar por la energía que pretende re-
vender a los consumidores finales.
Junto al coste de este input, el comercializador soporta tres tipos de costes adicionales.
Por un lado, un coste fijo en que se incurre simplemente por tener acceso a la red (F). Este
parámetro pretende representar la naturaleza de monopolio natural de las actividades de
transporte y distribución. Por otro lado, dos tipos de costes variables, el primero vinculado a
la actividad de transporte (
) y el segundo a la de distribución (). Suponiendo, por simplici-
dad, que el comercializador es un mero intermediario que no realiza ninguna otra actividad
de valor añadido, tendremos que su función de costes puede ser expresada como:
[1]
donde  es la distancia que media desde el generador hasta el nodo en que se produce la reti-
rada de la red de alta tensión y 
 representa la densidad del área de suministro, entendiendo
que resulta más económico suministrar a un gran número de consumidores geográficamente
concentrados que a un pequeño número de éstos dispersos geográficamente (EEI, 1998) 9.
Suponemos que el coste medio (y marginal) del transporte es mayor cuanto mayor es , debi-
do a la existencia de pérdidas de carga y también que el coste medio (y marginal) de la distri-
bución es menor cuanto mayor sea 
, por considerar que un área más densamente poblada
permite la existencia de una infraestructura de mayor calidad. Además supondremos que los
efectos cruzados son nulos 10. Formalmente,
La demanda de suministro eléctrico puede considerarse como una función lineal Q=S
(a–p ), donde S representa el tamaño del mercado, a es el corte con el eje de ordenadas, p es
el precio, y Q =  qi, por lo que la función inversa de demanda será p=a–Q / S .
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Si suponemos que el acceso al mercado es libre y que las empresas compiten en cantida-
des àl aCournot, supuesto habitual de competencia monopolística con productos homogé-
neos, tendremos 11:
[2]
Cada empresa intentará hacer máximo [2], utilizando como única variable de control la
cantidad (qi). Operando a partir de las CPO se obtiene la siguiente función de respuesta óptima:
[3]
Suponiendo la existencia de n empresas iguales (qi = q, i), el equilibrio simétrico ven-




Considerando exógeno, de momento, el número de empresas, podemos preguntarnos por
los efectos que provoca sobre los precios, un cambio en la densidad de población y distancia:
[7]
[8]
obteniéndose que el precio que deberá pagar el consumidor por un determinado volumen de
energía consumida disminuye cuanto mayor es la densidad de los consumidores situados en
torno a una determinada área geográfica. Por el contrario, cuanto mayor es la distancia que
existe entre el generador y el consumidor, mayores serán las pérdidas y, por lo tanto, mayor
será el precio que habrá de pagar.
Se puede determinar de forma endógena el número de empresas que competirán en este
mercado a partir de la función de beneficio de cada uno de los empresarios,
[9]
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nSLa única restricción será la no negatividad de los beneficios obtenidos por los empresa-
rios. El mercado acogerá  n empresas si () n  0y( ) n1  0. Igualando a cero (9) obtene-
mos que el número de empresas de equilibrio será:
[10]
Ante cambios en la densidad de población o en la distancia entre los puntos de genera-
ción y de retirada de energía eléctrica, la respuesta en el número de empresas que intervienen
en el mercado quedará:
[11]
[12]
Un mercado con una elevada densidad de consumidores atrae a un mayor número de em-
presas ya que los costes de la actividad de distribución se reducen, mejorando la rentabilidad.
Por el contrario, cuanto mayor sea la longitud que media entre el generador y los nodos de
retirada de energía más elevados serán los costes de transporte, reduciéndose el número de
empresas comercializadoras que observaremos en el equilibrio.
Los resultados del modelo que acabamos de describir se basan en la posibilidad, tanto
política como técnica, de que las tarifas de acceso se fijen en función de los costes reales oca-
sionados por el transporte y distribución de energía eléctrica. Resulta relevante preguntarnos
cómo cambiarían los resultados si la tarifa (T) que regula los peajes que retribuyen las activi-
dades de transporte y distribución dependiese únicamente de la cantidad de energía transpor-
tada:
[13]
donde por simplicidad suponemos que y .
Siempre que , dados q, 
 y , se estarán produciendo subsidios cruzados
entre consumidores pertenecientes a diferentes áreas geográficas. En particular, la ecua-
ción (6) muestra que los lugares donde estarán recibiendo un subsidio a tra-
vés de peajes más bajos, mientras que los consumidores estarán pagando un sobrecoste allí
donde . La ecuación (10) nos indica que, en el primer caso, el número de
empresas que intervienen en el mercado será superior al que resulta del equilibrio de Nash,
mientras que lo contrario ocurre en el segundo supuesto.
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En conclusión, ignorar la importancia de parámetros como distancia y densidad en las
tarifas de acceso a las redes tiene como consecuencia la aparición de subsidios cruzados en-
tre consumidores de diferentes áreas geográficas; este hecho provoca, en segundo término,
cambios en la estructura del mercado.
4. Alternativas de regulación de las tarifas por transporte
El ejemplo que acabamos de exponer ilustra el trade-off entre sencillez y exactitud que
está presente en la opción por parte del regulador entre distintas alternativas de configura-
ción de las tarifas por transporte. Dichas alternativas responden a diferentes criterios que
analizamos a continuación.
El primero tiene que ver con el número de pagos a realizar. Los peajes pueden adoptar
una forma en cascada (point tariffs), de modo que un único peaje incorpore la retribución a
todos los niveles de red que se hayan visto implicados en una transacción. Su recaudación
corresponderá al propietario de aquélla de menor tensión de las empleadas para ese suminis-
tro, siendo preciso un mecanismo de liquidaciones que reparta su importe entre las diferentes
redes. Alternativamente se pueden establecer tarifas punto a punto (point to point tariffs), en
las que el usuario de las redes debe abonar un peaje diferente para cada nivel de tensión. La
opción adoptada en España ha sido la primera.
Atendiendo a naturaleza de los costes incluidos en el peaje, es habitual distinguir entre
tarifas de acceso no-reguladas y tarifas de acceso reguladas, n os i nc i e r t oa b u s od e ll e n -
guaje, pues en sentido literal todas las tarifas son impuestas por el regulador y, por tanto,
reguladas. En el significado que aquí se atribuye, el calificativo de no-regulados se reserva
a aquellos peajes que pretenden reflejar exclusivamente los costes medios o marginales de
las actividades de red. Su principal inconveniente radica en la dificultad de imputar a los
consumidores que abandonan la tarifa integral cargos como los derivados de la universali-
dad del suministro, la producción en régimen especial o aquellos derivados de decisiones
adoptadas por el regulador en el pasado. Estamos en presencia de tarifas de acceso regula-
das cuando se aprovecha el carácter necesario de las actividades de transporte y distribu-
ción para incluir partidas no directamente relacionadas con las transacciones de energía.
Con las tarifas reguladas se puede impedir la elusión del pago por determinados conceptos
cuando se abandona el consumo a tarifa integral; en cambio, se produce una pérdida de ca-
lidad en la información sobre el coste que supone la realización de una determinada tran-
sacción y aumenta el nivel de las tarifas, reduciendo el atractivo para que el consumidor
acuda al mercado.
Dependiendo del sujeto obligado al pago, los peajes pueden establecerse sobre los ge-
neradores, sobre los consumidores, o sobre ambos. Los peajes sobre los productores pue-
den utilizarse para imputar conceptos propios de las tarifas de acceso reguladas, que al re-
partirse parcial o totalmente entre los generadores, interfieran lo menos posible en el
acceso de los consumidores al mercado. También pueden utilizarse como instrumento para
fomentar la localización más eficiente de las unidades de generación, sobre todo si se intro-
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frecuente encontrar sistemas que imputen peajes sobre los generadores o unidades de pro-
ducción. El cargo sobre los consumidores, que se produce en la totalidad de los sistemas,
se justifica en el hecho de que son los destinatarios finales del suministro quienes deben
soportar todos los costes relacionados con él. En la práctica, los modelos regulatorios o
bien optan por establecer cargos solamente sobre consumidores, o bien sobre estos y los
generadores, no existiendo ningún sistema eléctrico que opte por imputar los peajes exclu-
sivamente a los generadores.
Otro criterio atiende a la incorporación de cargos fijos. Junto a los pagos por energía,
modulados en función de la electricidad efectivamente aportada o detraída de las redes, pue-
den incluirse otros de naturaleza fija, ya sean cargos basados en el mero acceso, con indepen-
dencia del uso (peajes por punto de acceso), o cargos por capacidad, que se basan en el esta-
blecimiento de límites para el tipo de uso que se puede hacer de las redes, relacionados con la
tensión a la que se conecta el usuario. Dado el carácter de monopolio natural que se atribuye
a estas actividades, un peaje igual al coste marginal provocaría pérdidas para las empresas
que lo llevan a cabo, por lo que es frecuente encontrar componentes fijos de alguno de los ti-
pos señalados.
Los peajes pueden estructurarse conforme a un criterio de discriminación temporal que
permite cobrar precios más altos en los períodos (horas, días, semanas, estaciones) de eleva-
da carga y, con ello, mejorar la gestión de la demanda en función de los datos históricos de
consumo. Su principal problema radica en la necesidad de contar con equipos específicos de
medida que, si son onerosos, pueden desincentivar su utilización, sobre todo en el ámbito de
los pequeños consumidores.
También pueden introducirse elementos de discriminación geográfica tanto sobre las
unidades de generación (punto donde se inyecta energía a la red) como sobre los consumido-
res (en función del lugar donde se retira) con la intención de introducir incentivos a la locali-
zación de los distintos agentes. Es posible establecer peajes sin discriminación geográfica
cuando los cargos son idénticos e independientes del lugar donde se realice la transacción; en
segundo término, se pueden aplicar precios zonales, que reparten los costes derivados del
transporte entre todos los usuarios que integran la zona de suministro; finalmente, los precios
nodales, que se basan en cargos no uniformes, son determinados en función de la diferencia
de precios de la electricidad entre dos nodos, de manera que cada uno de ellos tendrá un pre-
cio específico. Los mercados financieros pueden gestionar el riesgo que ello entraña de la
misma forma que lo haría con la variabilidad de los precios de la electricidad (Harvey y Ho-
gan, 2000).
Finalmente, según el momento de determinación del importe podemos distinguir entre
tarifas de acceso fijadas a priori y tarifas establecidas a posteriori. El primer sistema cuenta
con la ventaja de permitir al usuario conocer su importe previamente y, por lo tanto, poder
calcular el coste total del suministro. El correcto funcionamiento de los segundos, más exac-
tos, requiere del desarrollo de herramientas financieras que permitan gestionar los riesgos
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costes que realmente le sean imputables 12.
A modo de resumen, diríamos que los peajes por el uso de las redes pueden clasificarse
en función de su grado de aproximación al coste efectivo de la transacción física sobre la que
recaen. De este modo la tarifa podría optar por (1) acercarse al coste marginal que causa al
sistema; (2) fijar peajes en función del coste medio esperado que supone el uso de las redes.
Un sistema de tarifas point to point, establecidas a posteriori sobre generadores y consumi-
dores, con cargos fijos, por capacidad y por energía, «no reguladas» y con elementos de dis-
criminación geográfica y horaria, se acercaría más a la primera de las opciones. Un sistema
de point tariffs, que recayese únicamente sobre los consumidores, establecido a priori, con
cargos por energía exclusivamente, incluyendo cargos «regulados» y en ausencia de elemen-
tos de discriminación espacial o temporal, implica un mayor alejamiento del peaje con rela-
ción al coste marginal.
La aplicación de un modelo de tarifas que fija precios diferentes en función de las carac-
terísticas de la demanda y de las restricciones que puedan aparecer en el mercado, genera
mayores dosis de incertidumbre. El mayor riesgo asociado a la volatilidad de los precios no
tiene por qué ser soportado íntegramente por los usuarios de las redes. De manera comple-
mentaria pueden surgir mercados especializados en la gestión de ese riesgo, bien mediante la
compraventa de derechos de transporte físicos, que permitirían transportar un flujo de electri-
cidad entre dos puntos a un precio determinado, o bien de tipo financiero (TCCs). Este tipo
de mercados derivados plantea otro tipo de problemas, algunos específicos, y otros origina-
dos por el mismo proceso de formación de precios en los mercados, que no garantizan la me-
jora de la eficiencia en la asignación de los recursos; sin embargo, bajo determinadas cir-
cunstancias, pueden contribuir a facilitar el acceso al mercado mediante la gestión del riesgo
deseado (Bushnell, 1999; Joskow y Tirole, 2000).
Como se observa en el cuadro 1, existe una importante diversidad en las fórmulas regu-
latorias escogidas en el ámbito europeo. La normativa española consagra un sistema de pea-
jes por el uso de las redes del tipo point tariffs, sobre los consumidores exclusivamente, con
pagos por capacidad y energía, con elementos «regulados», de fijación apriorística, que ad-
mite la discriminación temporal pero que descarta la aplicación de cualquier tipo de discri-
minación geográfica (Sánchez-Macías y Calero Pérez, 2002). La exclusión expresa del crite-
rio de discriminación espacial introduce una brecha entre el peaje de acceso y el coste real de
las actividades de redes. La Comisión Nacional del Sector Eléctrico (CNSE), predecesora de
la Comisión Nacional de la Energía (CNE), advertía de la aparición de este problema en los
documentos sobre el Proyecto de LSE, sobre todo en el supuesto de la contratación bilateral
física (CNSE, 1997) 13.
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y su impacto sobre el mercado
La separación entre actividades liberalizadas y no liberalizadas ha obligado a una nueva
regulación de los ingresos de las compañías eléctricas (vid. por todos López Milla, 2000).
Por lo que se refiere a los peajes de acceso, el Real Decreto 2016/1997, de 23 de diciembre,
que establecía la tarifa eléctrica para 1998, los reguló por primera vez con objeto de permitir
la adquisición de energía en el mercado de producción a los consumidores que tuviesen la
consideración de cualificados a partir del 1 de enero de 1998. Posteriormente, el Real Decre-
to 2820/1998, de 23 de diciembre, establece una estructura binomial para las tarifas de alta
tensión, con un término fijo y otro variable para cada uno de los seis diferentes períodos ho-
rarios en que se dividen las 8.760 horas del año. El Real Decreto-Ley 6/2000, de 23 de junio,
de medidas urgentes de intensificación de la competencia en los mercados de bienes y servi-
cios, aceleró el proceso de liberalización, adelantando el calendario de apertura previsto en la
LSE de manera que, desde el 1 de enero de 2003, la totalidad de los demandantes de energía
eléctrica, tanto en alta como en baja tensión, pueden elegir suministrador. Para hacer frente a
esta nueva situación se promulga el Real Decreto 1164/2001, ya citado, que sigue mante-
niendo el principio rector de tarifa uniforme para todo el territorio nacional.
Además de los costes derivados del transporte o la distribución, las tarifas de acceso
contienen, conforme al artículo 2, los costes de gestión comercial reconocidos a los distribui-
dores por atender los suministros de los consumidores cualificados, los costes de seguridad y
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Cuadro 1
















(C) y energía (E)
Alemania X CE
Austria X X CE
Bélgica FCE
Dinamarca X X X E
España X X CE
Finlandia X X E
Francia X FCE
Holanda X X X FCE
Irlanda X N X CE
Italia X X Z X FCE
Noruega X N X CE
Portugal X X CE
Reino Unido Z X CE
Suecia X N X CE
a La diferenciación geográfica no tiene por qué aplicarse a todos los componentes del peaje.
Fuente: UNESA, Comisión Europea y elaboración propia.diversificación y los denominados costes permanentes del sistema. Con su inclusión se pre-
tende evitar la elusión de pagos —como los costes de transición a la competencia (Calero Pé-
rez, 2000a) o los vinculados a la generación en régimen especial— por el simple hecho de
cambiar de suministrador o de acudir al mercado en cualquiera de sus formas.
El vigente esquema, resumido en el cuadro 2, presenta una mayor simplicidad que el
anterior. El número de tarifas existentes para baja tensión se ha reducido de cinco a dos;
en lo que a alta tensión se refiere, también se ha sustituido la aplicación de tarifas dife-
renciadas según usos por una tarifa general en alta tensión con cuatro niveles distintos 14.
Además, se mantiene la discriminación entre distintos períodos tarifarios con la finalidad
de primar la gestión de demanda y fomentar el desvío del consumo desde las puntas del
sistema. El número de períodos disponibles es variable, oscilando entre los dos existen-
tes para baja tensión hasta seis en el caso de alta. El importe que se factura al usuario tie-
ne tres componentes. El primero de ellos es el término básico de facturación por potencia
que es igual a la suma de la potencia facturada en cada período (en kilovatios), por el pre-
cio anual establecido para dicha potencia en ese período; el segundo, denominado térmi-
no de energía activa, es el resultado de sumar el producto de la energía consumida en
cada período por el precio del término de energía en el mismo; el tercer componente es el
término de facturación de energía reactiva, previsto en el artículo 9.3 del Real Decre-
to 1164/2001.
Resulta interesante reflexionar acerca de las consecuencias de la nueva regulación de ta-
rifas de acceso para los consumidores que se conectan en baja tensión y que desde comienzos
de 2003 pueden elegir —con las limitaciones que la reglamentación actual exige para actuar
como agente en el mercado— suministrador, ya sea contratando directamente con los gene-
radores o bien a través de comercializadores. Un experimento sencillo puede servirnos como
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Cuadro 2
Tarifas por transporte en España
Potencia Períodos
Tarifas de baja tensión (no superiores a 1 kV)
Tarifa 2.0A Tarifa simple para baja tensión < 15 kW 2
Tarifa 3.0A Tarifa general para baja tensión sin límite 3
Tarifas de alta tensión (superiores a 1 kV)
Tarifa 3.1A Tarifa específica (1-36 kV) < 450 kW 3
Tarifas 6 Tarifas generales para alta tensión > 450 kW 6
 6.1 1-36 kV sin límite 6
 6.2 36-72,5 kV sin límite 6
 6.3 72,5-145 kV sin límite 6
 6.4 Superiores a 145 kV sin límite 6
 6.5 Conexiones internacionales sin límite 6
Fuente: Real Decreto 1164/2001 y elaboración propia.banco de pruebas para analizar la virtualidad competitiva de la extensión a todos los agentes
de la condición de consumidores cualificados. Vamos a considerar las opciones disponibles
para un consumidor-tipo cuyas características son representativas del conjunto de usuarios
domésticos. En concreto, suponemos que este consumidor se conecta en baja tensión, contra-
tando 4,4 kW de potencia, con un consumo medio mensual de 250 kWh, por lo que le resulta
de aplicación la tarifa integral 2.0, de manera que los precios a pagar incluyen todos los cos-
tes asociados con su suministro excepto los impuestos y otros conceptos, como alquiler de
equipos. Aunque teóricamente es posible contratar cualquiera de las tarifas disponibles, la
elegida es la más representativa en términos de consumo de baja tensión. Si éste representa el
46 por 100 del consumo de energía eléctrica en nuestro país, y cerca del 64 por 100 de la fac-
turación, el grupo 2.0 representa el 58 por 100 del consumo y el 62 por 100 de la facturación
de baja tensión (CNE, 2002, 2003b). Desde el punto de vista del número de clientes, éstos se
sitúan en torno a los 20 millones, al estar acogidos a esta tarifa no solamente los consumido-
res domésticos, sino también empresas de tipo familiar o de pequeño tamaño, de las que se
carece de información sobre el porcentaje que representan, aunque la CNE estima que podría
situarse en un 30 por 100, aproximadamente 15.
Si este consumidor-tipo hubiese podido optar con anterioridad a 2003 por la contrata-
ción directa tendría que abonar los peajes de acceso —bien sea directamente, bien en la fac-
tura de su comercializador que tendrá la obligación legal de explicitar su importe— además
del coste de la energía en la oferta elegida (generación más comercialización). En este esce-
nario, resulta pertinente preguntarse por la diferencia que existiría entre la adquisición de
electricidad mediante tarifa integral y la compra en el mercado satisfaciendo, en este último
caso, la tarifa de acceso. Aplicando la tarifa eléctrica aprobada para el año 2002 por el Real
Decreto 1483/2001, de 23 de diciembre (Anexos I y VII, respectivamente), obtenemos los
resultados recogidos en el cuadro 3. El importe mensual del peaje por término de potencia es
de 6,175281 euros, algo superior a los 6,135131 euros que pagaría por concepto semejante
en la tarifa integral. Dado lo reducido de la diferencia entre ambos, su influencia a la hora de
optar entre tarifa o mercado puede considerarse despreciable. Por lo que se refiere al consu-
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Cuadro 3
Compra a tarifa frente a compra en el mercado
Cantidad euros/mes Total
Tarifa integral 25,938381
1. Término de potencia 4,4 kW 1,394348 6,135131
2. Término de energía 250 kWh 0,079213 19,803250
Tarifa de acceso 12,411781
3. Peaje por término de potencia 4,4 kW 1,403473 6,175281
4. Peaje por término de energía 250 kWh 0,024946 6,236500
Diferencias
5. Término de potencia [1-3] –0,009125 –0,040150
6. Término de energía [2-4] 0,054267 13,566750
Fuente: Real Decreto 1483/2001 y elaboración propia.mo de energía el precio es de 7,9213 cent/kWh si es adquirido a tarifa y si se compra en el
mercado tendrá que satisfacer un canon de transporte de 2,4946 cent/kWh 16.
Además del peaje por transporte es preciso pagar el coste de la energía al generador y sa-
tisfacer el margen del comercializador. La suma de esos dos conceptos más el ahorro que el
consumidor doméstico espera obtener adquiriendo la electricidad en el mercado no puede so-
brepasar los 5,4267 cent/kWh (tarifa integral menos peajes: 7,9213-2,4946) que se puede de-
finir como margen bruto antes de pagos de energía. Para comprobar si este límite es muy res-
trictivo de cara a desarrollar el mercado liberalizado en baja tensión es preciso analizar los
precios de la energía en el pool.
En la figura 1 se aprecia la evolución de los precios marginales medios diarios en el pool
desde 1998 y se compara con el margen bruto, que puede interpretarse como umbral máximo
o price cup que puede alcanzar el precio de la electricidad para que el comercializador no in-
curra en pérdidas, suponiendo que el consumidor es indiferente entre adquirir la energía en el
mercado liberalizado o a tarifa. Los datos, expresados en céntimos corrientes por kWh,
muestran, en primer lugar, una tendencia creciente, que contrasta con la evolución descen-
dente de las tarifas integrales en idéntico período. También se constata que la posibilidad de
expansión del mercado para el consumidor doméstico se ha visto comprometida en diversos
períodos, llegando el precio marginal de la segunda semana de enero de 2002 casi a duplicar
el margen máximo admisible. Finalmente, se aprecia un incremento en la volatilidad de los
precios a partir del año 2000, sobre todo en los períodos en que éstos alcanzan los niveles
más elevados.
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Fuente: Elaboración propia sobre datos del cuadro 3 y precios medios diarios (OMEL).

















































































AñosEn la figura 2 se analiza con más detenimiento el período que arranca en el año 2000.
Para este análisis hemos tomado los precios medios mensuales ponderados. La influencia de
elementos estacionales como la hidraulicidad o la temperatura en el resultado del mercado
hacen aconsejable el empleo de una serie desestacionalizada, para lo que hemos utilizado el
método TRAMO-SEATS 17. En el diagrama se representa el margen neto, calculado como la
diferencia entre el margen bruto antes de pagos de energía y el precio medio, ponderado y
desestacionalizado, en el pool. Este margen puede interpretarse como el excedente que le
queda al comercializador después de retribuir el transporte y la energía. Con cargo al mismo
se han de remunerar las actividades de comercialización, la prima de riesgo que puede supo-
ner el acudir al mercado y el ahorro para el consumidor, por lo que es esperable que cuanto
mayor sea este margen neto, más amplio será el mercado competitivo de electricidad para
consumidores domésticos.
En el gráfico se confirma la conclusión ya apuntada. En varios momentos, los precios de
la electricidad en el pool hubieran hecho prácticamente imposible la competencia con la tari-
fa integral. Desde finales de 2001 hasta el tercer trimestre de 2002, el margen neto ha sido in-
ferior a dos céntimos por kWh, alcanzando valores negativos entre noviembre de 2001 y ene-
ro de 2002. Este hecho no es muy sorprendente si tenemos en cuenta que en enero de 2002 el
precio medio ponderado mensual de la energía alcanzó los 6,429 cent/kWh, con un pico má-
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Fuente: Elaboración propia sobre datos del cuadro 3 y precios medios mensuales ponderados (OMEL) ajustados a la
estacionalidad.


























































Mesesximo de 12,696 cent/kWh el viernes 11 de enero. La escasa hidraulicidad, la constatada re-
ducción del margen de seguridad del sistema español debido al ritmo de crecimiento de la
demanda eléctrica en los últimos años (CNE 2001b, 2003a), y el incremento puntual de la
demanda debido a las extremas temperaturas de aquel invierno, explican no sólo los apago-
nes sufridos sino también la importante alza de los precios en el mercado mayorista. No pa-
rece previsible que estas situaciones anómalas se reproduzcan frecuentemente pero sí ponen
de manifiesto, a nuestro juicio, la fragilidad del margen económico destinado a retribuir el
desarrollo del mercado, al menos en esta tarifa de baja tensión, especialmente si considera-
mos, junto a esos factores de carácter coyuntural, otras circunstancias que actúan a un plazo
medio o largo, como el crecimiento secular de la demanda y la lentitud en la adición de nue-
va capacidad.
Tal como se ha mostrado en la sección 3, un esquema de tarifas de transporte no unifor-
mes, que repartiese los costes de manera diferenciada entre usuarios, facilitaría la realización
de un mayor número de transacciones a través del mercado allí donde las pérdidas imputadas
fuesen menores. A cambio, se elevarían los costes reales del suministro a tarifa, ya que cabe
esperar que se produzca un «descreme», manteniéndose acogidos a la misma solamente
aquellos cuyas pérdidas reducen, hasta eliminar, el margen para la compra de suministro
eléctrico a través del mercado.
Las consecuencias negativas del vigente sistema de tarifas de acceso se ven agravadas
por lo que con anterioridad hemos llamado «peajes regulados». Según la Comisión Europea
(2002), en España —el Estado miembro con los peajes más elevados del entorno comunita-
rio— más de la mitad de su importe no se relaciona con los costes de las actividades sobre las
que recaen. Además de otros problemas, este hecho supone un obstáculo importante para el
desarrollo de un sistema transfronterizo de tarifación por el uso de las redes, como el que se
lleva a cabo en el seno del denominado Foro de Florencia, imprescindible para la construc-
ción de un verdadero mercado interior de la electricidad.
Pese al impacto de los peajes sobre el desarrollo de los mercados nacionales, algo que ha
sido puesto de manifiesto en el seno de la propia Unión Europea, éstos solamente son una
parte del problema. Existen otros precios de influencia decisiva para el desarrollo de los mer-
cados. Fundamentalmente, los resultantes de la aprobación de la tarifa integral y los precios
de la energía en el mercado liberalizado, bien mediante contratación bilateral o en el pool.
Para acercarnos al problema, es preciso abordar la cuestión del proceso de formación de los
mismos. Si el mercado funcionase correctamente y de forma competitiva, a largo plazo los
costes medios se aproximarían a los costes marginales, por lo que el precio del mercado y el
coste medio de generación deberían tender a igualarse. Como la tarifa integral pretende cu-
brir los «costes reconocidos» a las empresas que realizan las distintas actividades necesarias
para el suministro eléctrico, en presencia de información perfecta, con planificador benevo-
lente y comportamientos competitivos, los tres conceptos deberían mostrar una convergencia
a largo plazo.
En la realidad, sin embargo, la formación de los precios puede alejarse de ese ideal, oca-
sionando importantes distorsiones en el mercado. De un lado, las tarifas integrales pueden
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precios fijados en el pool difícilmente reflejarán de manera adecuada la evolución de los cos-
tes de generación cuando los intervinientes disfrutan de poder de mercado. Los altos niveles
alcanzados en algunos momentos se han tratado de justificar a partir de la evolución interna-
cional de los precios del crudo. Sin embargo, esta explicación es, cuando menos, incompleta.
Hasta la fecha, el componente gasístico representa un porcentaje reducido del mix tecnológi-
co nacional, pues las primeras unidades de ciclos combinados han entrado en funcionamien-
to a lo largo del año 2002. Los datos del cuadro 4 muestran que durante el pasado año sólo el
11,7 por 100 de la demanda fue cubierta utilizando una fuente energética cuyo precio está di-
rectamente vinculado con el del petróleo (6,8 por 100 en 2001). La evolución de otras varia-
bles, cuyo peso sobre el coste medio de generación es indudable, podría haber justificado im-
portantes descensos no sólo en la tarifa integral sino también en la evolución de los precios
del pool. Así, los tipos de interés, que se encuentran en niveles históricamente bajos; o los
costes laborales, que se han beneficiado de la aplicación de nuevas técnicas de gestión que
han estimulado importantes incrementos de la productividad del trabajo en las centrales eléc-
tricas, o la propia evolución de la demanda por encima de las previsiones iniciales (Protocolo
y Memoria económica de la LSE) 18.
Como el pool retribuye a todas las centrales al precio marginal del sistema, si circunstan-
cialmente es necesario llamar a despacho a unidades con elevados costes, se eleva el precio
para el conjunto del sistema. Sin embargo, un modelo de contratación bilateral se vería libre
de este problema al retribuir cada unidad por el importe incluido en su oferta de venta de
energía, como se puso de manifiesto en la discusión de las NETAs (Calero Pérez, 2000b). Al
no tratarse el español de un pool obligatorio, el incremento de los precios del mercado de
contados tendría como efecto, en un entorno competitivo, un aumento en la contratación bi-
lateral, lo que reduciría el coste de generación para el conjunto del sistema.
Por tanto, en condiciones ideales, los procesos de formación de los precios del mercado y
de la tarifa, hacen que ambos tiendan a igualarse. Las divergencias pueden producirse, entre
otras, por las siguientes razones: (1) tarifas de acceso elevadas o inadecuadas, que introducen
una cuña entre los verdaderos costes de las actividades de red y los peajes; (2) fallos en la con-
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Cuadro 4







Fuente: REE y elaboración propia.figuración de la tarifa integral, derivados de consideraciones asociadas a la economía política
de la regulación y al desigual reparto del poder de negociación de las partes implicadas 19;( 3 )
comportamientos no competitivos, tanto colusorios como estratégicos en el mercado liberali-
zado, que pueden verse favorecidos por una estructura industrial concentrada y por un sistema
de fijación de precios basado en las subastas. En nuestra opinión, todas estas razones actúan en
la dirección de restar atractivo a la recién estrenada libertad de elección.
6. Reflexiones finales
Pese a las ventajas teóricas de los modelos que identifican los costes causados, la simpli-
cidad administrativa y la dificultad de identificar y cuantificar todos los efectos externos aso-
ciados a las redes, ha provocado que algunos sistemas eléctricos se hayan inclinado por la ta-
rifación uniforme, que intenta aproximarse al coste medio de la actividad. En España, la
vigente estructura de precios y tarifas eléctricas se basa en el principio de uniformidad en
todo el territorio nacional, lo que implica cargos idénticos e independientes del coste efectivo
ocasionado al sistema. Sin cuestionar la oportunidad de las políticas destinadas a favorecer al
acceso a este tipo de servicios públicos al conjunto de la población, nuestro trabajo pone de
manifiesto los efectos derivados de escoger, en lugar de un sistema de transferencias explíci-
tas, uno basado en subsidios cruzados implícitos en los precios, destacándose la ausencia de
incentivos económicos para la localización eficiente, tanto espacial como temporal, de los
consumos eléctricos. Además, la opción por un sistema de «peajes regulados», escogida por
consideraciones de naturaleza recaudatoria, añade subsidios cruzados entre diferentes activi-
dades eléctricas, lo que puede acentuar alguno de los efectos negativos sobre el desarrollo
del mercado.
Las limitaciones asociadas a la capacidad o la disponibilidad de la red, pueden ocasionar
desviaciones importantes entre el programa original y el efectivo, añadiendo dos costes im-
portantes al sistema. El primero de ellos derivado de la necesidad de incluir centrales no pre-
vistas inicialmente para la cobertura de la demanda. El segundo, más complejo y objeto de
una extensa bibliografía, se traduce en la aparición de comportamientos estratégicos y en el
ejercicio de poder de mercado, como consecuencia de la aparición de congestiones.
Con los precios actuales del pool, la estructura de peajes uniformes en cascada no parece
que vaya a fomentar un volumen importante de transacciones en el mercado para los consumi-
dores domésticos. En este segmento del mercado, los márgenes netos de rentabilidad no gene-
ran incentivos suficientes para que los demandantes de baja tensión acudan al mercado hacien-
do uso de la condición de consumidor cualificado. Como ilustra el modelo de la sección 3,
cambios en la estructura de peajes por el uso de las redes basados en el coste efectivo amplia-
rían dicho margen para algunos consumidores, aunque obligarían a un subsidio explícito para
aquellos en los que el coste del transporte elimina la rentabilidad del acceso al mercado.
El análisis realizado induce a pensar que, en una tarifa basada en los costes causados, el
número de empresas que actúan en una zona geográfica se reduce cuando aquéllos aumen-
tan. La posible existencia de economías de gama o alcance, entre la actividad eléctrica y
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nes entre el sector eléctrico, el gasístico y el de telecomunicaciones) introduce un nuevo
componente estratégico que podría estimular la entrada de nuevas empresas, al desaparecer
la condición de no negatividad del beneficio de esta actividad aisladamente considerada.
En línea con lo señalado por la Comisión Nacional de la Energía (CNE, 2001b), parece
deseable que, en un contexto liberalizado como el español —en el que las inversiones en am-
pliación de capacidad de generación, transporte y distribución se deciden en función de su
rentabilidad esperada— se implementen señales económicas tendentes a mejorar la eficien-
cia, favoreciendo que las decisiones de localización y consumo se adopten incorporando to-
dos los beneficios y costes causados al sistema.
Notas
1. Los ingresos de las actividades de transporte y distribución están sujetos a un sistema de liquidaciones que
prevé que cualquier descuento sobre los precios regulados vaya contra su cuenta de resultados. Dado que las
actividades de red continúan como monopolios regulados, carece de sentido fijar en la práctica peajes inferio-
res a los máximos.
2. Aunque en este trabajo utilizamos la expresión «peaje por transporte» para referirnos indistintamente a las ac-
tividades de transporte y distribución, ambas son diferentes desde un punto de vista técnico. La primera conec-
ta las unidades de generación con la red de transporte en alta tensión, mientras que la segunda conecta en me-
dia o baja tensión la red de transporte con las unidades de consumo. La proliferación de unidades de
generación de pequeño tamaño, que utilizan las redes de distribución para transportar la energía producida a
consumidores finales, está difuminando los límites entre ambas actividades y puede conducir a un replantea-
miento de las formas de retribución de este tipo de redes.
3. Hunt y Shuttleworth (1996) identificaron cuatro modelos canónicos de configuración del sistema eléctrico. El
primero es el modelo del monopolio en todos los niveles donde no hay competencia en generación y donde ni
los comercializadores ni los usuarios finales tienen la posibilidad de elegir al suministrador. En el modelo de la
central de compras existe competencia en generación pero hay un único comprador, por lo que existe un mo-
nopolio en las actividades, integradas verticalmente, de transporte, distribución y comercialización. El modelo
de competencia en el mercado mayorista, impulsa la rivalidad entre los generadores independientes por ven-
der a una pluralidad de mayoristas (distribuidores-comercializadores) a los que es preciso permitir acceso a la
red de transporte. Finalmente, en un sistema de competencia minorista, también los usuarios finales tienen li-
bertad de elección. Véase Sánchez-Macías (2003).
4. Abreviatura de New Electricity Trading Arrangements. Este nuevo sistema de organización de mercado, intro-
ducido en el año 2001, elimina el pool obligatorio para la venta de electricidad, de manera que las operaciones
de compraventa se basan en el principio de transacciones bilaterales, manteniéndose como obligatorios exclu-
sivamente los mercados de ajuste (Calero Pérez, 2000b).
5. Los elevados precios alcanzados en el pool británico en el año 1998 llevaron a un replanteamiento del modelo
de asignación y retribución de las unidades generadoras. En España, los altos precios a finales de 2001, dieron
lugar a la apertura, por parte del Tribunal de Defensa de la Competencia, del expediente sancionador 552/02 a
las empresas Iberdrola, Endesa y Unión Fenosa (más del 90 por 100 del total de la capacidad instalada) por in-
currir en prácticas contrarias a la competencia, no habiéndose dictado a esta fecha una resolución.
6. Es inexacto identificar actividades no liberalizadas con actividades reguladas, pues podría parecer que las libe-
ralizadas no están sujetas a regulación, cuando lo cierto es que en estas últimas actividades la regulación es
muy intensa. Es por ello que hablamos en el texto de actividades cuyos ingresos permanecen regulados.
Regulación de las tarifas de acceso a las redes y liberalización del sector eléctrico español 797. En el caso español se exige separación jurídica entre actividades con ingresos regulados y actividades liberali-
zadas. Cuando una empresa lleva a cabo distintas actividades del primer tipo (transporte y distribución) la fór-
mula requerida es la de la separación contable.
8. Nos referimos, naturalmente, a la parte de los peajes destinada a cubrir los costes de transporte y distribución.
Obviamente, si los peajes se incrementan sin que se eleven los costes reconocidos por las actividades de trans-
porte y distribución, el impacto sobre la inversión en mejora y ampliación de la red será nulo.
9. Los parámetros densidad y distancia no son los únicos que pueden incorporarse al diseño de los peajes en
un intento de imputar a los usuarios los costes causados. Sin embargo, al tratarse de variables de signo di-
ferente, sus conclusiones pueden servir para ilustrar situaciones reales más complejas (Filippini y Wild,
2001).
10. La forma funcional recogida en (1) no intenta recoger las restricciones de carácter técnico. Éstas tienen que ver
con la posibilidad de congestión en la red, con los cambios provocados por la incorporación de nuevos usua-
rios, tanto sobre el programa óptimo de transporte como sobre el de generación, y, en general, la totalidad de
efectos externos causados al conjunto del sistema. Creemos, sin embargo, que las variables incluidas ofrecen
una buena aproximación a la cuestión objeto de análisis.
11. El supuesto de competencia en cantidades no es inocuo. Es sabido que la competencia àl aBertrand con pro-
ductos homogéneos produce un resultado equivalente al competitivo, lo que no parece muy plausible. Otra al-
ternativa de modelización consistiría en suponer competencia en precios con productos diferenciados, aunque
no resulta muy realista en un mercado en el que la evidencia disponible en los meses transcurridos desde la
apertura total del mercado no muestra comportamientos competitivos en precios (ausencia de ofertas o campa-
ñas de captación por parte de las distintas empresas). Más bien parece que la empresa establecida disfruta de
una «ventaja del pionero», derivada de la existencia de fidelidad por parte del cliente o debida a costes de cam-
bio de proveedor, que podría analizarse como un oligopolio de Stackelberg. Siendo éste una versión secuen-
cial del modelo de Cournot, en la que la función de respuesta óptima del seguidor coincide con la del oligopo-
lista cournotiano, con semejantes conclusiones cualitativas, en aras a la sencillez hemos optado por modelizar
la situación como un juego estático en el que el equilibrio de Nash resulte suficiente sin tener que acudir a refi-
namientos adicionales. A fortiori, conviene tener presente la defensa del modelo de Cournot realizada por
Kreps y Scheinkman (1983).
12. La atribución de derechos físicos de transporte presenta importantes limitaciones, lo que hace que la alternati-
va de los derechos financieros resulta más adecuada en aquellos sistemas que optan por esta forma de imputa-
ción de los costes. Véase Harvey y Hogan (2000) y Hogan (2002).
13. Frente a reiterados informes técnicos, refrendados por la CNSE, que proponían una redacción para el artículo
18.1 LSE que recogiese que los peajes por el uso de las redes «podrán ser únicos», la redacción definitiva se
hizo con un categórico «serán únicos». La eventual introducción del criterio de discriminación geográfica ha-
ría imprescindible la reforma del texto legal, con el coste en términos de incertidumbre, que añadiría una mo-
dificación de tal naturaleza. En el mismo sentido se expresa la CNE en el Informe marco sobre la demanda de
energía eléctrica, gas natural y su cobertura. Año 2001, cuya recomendación 15.ª señala textualmente: «En lí-
nea con las tendencias europeas en la materia, y con el objeto de enviar señales correctas a los usuarios de red
sobre los costes en los que incurren, sería adecuado enviar señales de localización respecto a la ubicación de la
carga o aportación al sistema, tanto en el sistema gasista como en el eléctrico. En este sentido, se considera ne-
cesario aplicar en la regulación del transporte y del mercado señales que permitan a los agentes tomar las deci-
siones de localización más adecuadas, recibiendo por ello una señal económica acorde a los costes o benefi-
cios ocasionados al sistema».
14. Por su especificidad no contemplamos el caso de las conexiones internacionales, restándonos cuatro niveles de
alta tensión dentro de nuestro sistema.
15. La dificultad para estimar este colectivo obedece a diversas razones. Sirva de ejemplo la pequeña empresa que
comparte ubicación física con el domicilio, siendo un único contrato de suministro el que abastece a ambos.
80 JOSÉ IGNACIO SÁNCHEZ-MACÍAS, PEDRO CALERO PÉREZ16. Para el año 2003, los peajes por acceso a redes han experimentado un incremento promedio del 1,95 por 100,
mientras que las tarifas integrales lo han hecho en un 1,65 por 100. Véase Real Decreto 1436/2002, de 27 de
diciembre.
17. Sobre las técnicas de desestacionalización basadas en modelos ARIMA y el método TRAMO-SEATS, en par-
ticular, véase Gómez y Maravall (2001).
18. La evolución del valor de capitalización de las empresas generadoras o las cifras de beneficios publicadas por
éstas, apuntan igualmente a que la rentabilidad no parece haberse resentido a causa del descenso de las tarifas
integrales.
19. En la línea defendida por la teoría económica de la regulación. Véase por todos Becker (1983).
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Abstract
Electric tariffs regarding the use of transmission and distribution networks by third-parties have been recently appro-
ved. They are based upon a uniform system. A simple model illustrates the kind of implicit built-in cross-subsidies.
Being these more inefficient than the explicit subsidies, they can mask informative signals that could be useful for
network expansion and generation investment decisions. In this paper, we compare the option selected by the Spa-
nish regulator with other alternatives that have been proposed in the literature. It is also shown that under the present
system of transmission charges, given the level of the prices in the electricity pool, a profound development of the
low-voltage retail market is not very likely in the short term.
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